
28 de junio de 2010

DECRETO-LEY 12010, DE DE..... , POR EL QUE SE APRUEBAN MEDIDAS
URGENTES EN MATERIA DE REORDENACIÓN DEL SECTOR PUBLICO.

Tras la actualización del Plan de Estabilidad y Crecimiento 2010-2013, aprobada
por el Consejo de Ministros de 29 de enero de 2010 en el que se contempla la reducción del
déficit para el conjunto de las Administraciones Públicas hasta el 3 por ciento del Producto
Interior Bruto, el Acuerdo Marco del Consejo de Política Fiscal y Económica de las
Comunidades Autónomas de 22 de marzo de 2010 plasma el compromiso presupuestario
asumido por estas últimas a fin de que el ajuste estructural del conjunto de las
Administraciones Públicas alcance el 5,7% del PID. En este marco, las Comunidades
Autónomas se comprometieron a elaborar, en breve plazo, planes de racionalización y
eficiencia del gasto público, que habrán de ser evaluados por el Consejo de Política Fiscal y
Financiera y de cuyo seguimiento se encargará el Ministerio de Economía y Hacienda.

Fiel a este compromiso de mejora de la sostenibilidad de las finanzas públicas, la
Comunidad Autónoma Andaluza impulsa la presente iniciativa legislativa con objeto de
acometer, con carácter urgente, todas aquellas medidas que coadyuven a la contención del
gasto mediante la reestructuración y racionalización del sector público instrumental de la
Administración de la Junta de Andalucía. Se pretende con ello llevar a cabo un ejercicio
responsable de gobernanza acorde con la coyuntura de crisis económica de carácter
internacional que atraviesa el país y que exige el impulso de iniciativas que palien esta
situación y que, al propio tiempo, fortalezcan el sector público andaluz haciéndolo más
eficaz, eficiente, sólido y sostenible; satisfaciendo así intereses que sobrepasan las fronteras
del ámbito estatal y autonómico y que guardan coherencia con la política fiscal y
económica de la Unión Europea.

En este contexto, se hace necesaria una reordenación del sector público andaluz que
permita, con la mayor eficiencia y eficacia, convertirse en un agente al servicio de la
recuperación.

Esta reordenación del sector público andaluz pretende hacer del mismo un agente
económico que sea más innovador, ágil y cercano a la ciudadanía y al tejido productivo, y
que forme parte integrante de un marco institucional estable y sólido, que favorezca el
emprendimiento y la actividad económica.

Al mismo tiempo, el presente Decreto-ley permitirá capacitar al sector público de
Andalucía para afrontar las reformas necesarias para contribuir a los objetivos de
consolidación fiscal planteados por el Estado, manteniendo el fuerte compromiso con la
estabilidad presupuestaria y la sostenibilidad de las fmanzas públicas que Andalucía
siempre ha tenido.

Este Decreto-ley se fundamenta en tres ideas o núcleos esenciales.

En primer lugar, integra, de un lado, la modificación de la Ley de la
Administración de la Junta de Andalucía en determinados preceptos que forman la
estructura de las tipologías de entidades instrumentales, concretamente, de las
agencias públicas. Con ello se redefmen las distintas tipologías de agencias públicas en



atención, no al régimen jurídico predominante, sino a los modos de gestión de las mismas,
bien reproduzcan los tradicionales de la Administración General, o bien incorporen los de
corte empresarial. Con ello se persigue que la tipología de las agencias públicas se oriente a
la voluntad organizativa del legislador, a los procesos que en las mismas han de producirse
para posibilitar una gestión más acorde con los fines a los que se dedican, siendo el marco
jurídico predominante de cada cual un elemento de carácter derivado.

Recientes modificaciones de normativa básica estatal, fundamentalmente en materia
de contratos del sector público y del estatuto del empleado público, aconsejan distinguir
dos subtipos de la categorfa de las agencias públicas empresariales. El primero de
ellos, califica a aquellas entidades que se dirigen a la producción de bienes y servicios en
régimen de libre mercado; el segundo a aquellas que ejercen competencias propias o
programas propios de la Consejería matriz a través de actividades de promoción pública,
prestacionales, gestión de servicios o producción de bienes de interés público, sean o no
susceptibles de contraprestación. El marco jurídico de las primeras será el derecho
privado, mientras que en el caso de las segundas es el derecho administrativo, con
especial significación de su posición de jerarquía en las relaciones contractuales,
constituyéndose como Admiuistración Pública con ejercicio de prerrogativas en la
ejecución y extinción de los contratos públicos. Asimismo, se califican las agencias de
régimen especial como las que ejercen una autoridad que requiera de especialidades en su
régimen jurídico en la realización de las actividades propias de las agencias administrativas.

Con estas modificaciones de carácter estructural se pretende la creación de un
esquema organizativo más acorde con las razones propias de la creación de cada una de las
entidades instrumentales de la Junta de Andalucía, lo que permitirá una mayor eficacia y
eficiencia en la realización de sus funciones o fines, siempre en beneficio de la ciudadanía
de Andalucía.

De manera muy particular, el ejercicio de prerrogativas en el campo de la
contratación administrativa permite la mejor defensa de los intereses públicos.

En segundo lugar, el Decreto-ley incrementa la gobernanza del Gobierno andaluz
sobre determinadas decisiones estratégicas de las entidades instrumentales, esencialmente
en la adquisición de participaciones minoritarias en otras entidades públicas o privadas, la
participación en asociaciones empresariales de diversa índole, sean o no personificadas y la
política inmobiliaria. Para ello se modifican determinados preceptos de la Ley de la
Administración de la Junta de Andalucía y de la Ley del Patrimonio de la Comunidad
Autónoma..

El tercero de los bloques del Decreto-ley consiste en los preceptos que crean,
modifican o extinguen las correspondientes Agencias Públicas, a partir de preexistentes
entidades instrumentales, públicas o privadas. Se produce con ello la efectiva reordenación
del sector público andaluz, de manera congruente con el esquema organizativo antes
descrito. En este punto, cabe destacar el importantísimo esfuerzo de reducción e innovación
que realiza el Gobierno andaluz.

No se trata con ello de una reducción como fin en sí misma, sino que es
consecuencia directa de la implantación de un principio de mayor eficacia y eficiencia en el
conjunto del sistema, innovando el mismo hacia su excelencia. Es conveniente conocer que
el punto de partida de la Administración Instrumental andaluza ofrecía niveles de tamaño,
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productividad y eficiencia financiera semejantes a los de los sistemas de nuestro entorno ­
autonómico y europeo- más avanzados. Es por ello que el principio de reordenación ha
buscado la excelencia para dar respuesta a las necesidades de la sociedad andaluza en un
entorno marcado por la crisis financiera y económica, con la finalidad de fortalecer los
pilares de la gestión pública para conseguir un desarrollo sostenible.

En su conjunto, el Decreto-ley atiende a dos principios de actuación, a dos
preocupaciones básicas del Gobierno andaluz. En primer lugar, el principio de seguridad
jurídica como guía de la actividad de la Junta de Andalucía. El presente Decreto-ley, en la
medida en que ajusta el marco normativo a las necesidades reales de la actividad de la
Administración Instrumental, supone un avance en la consecución de aquel principio. En
segundo lugar, el interés de la ciudadania andaluza como razón de la actividad de la
Administración andaluza, en este caso a través de sus entes instrumentales.

Por otra parte, en el presente Decreto-ley se recogen medidas sectoriales de
reordenación, de creación, transformación y extinción de entidades instrumentales, que
afectan al sector de la obra pública, de empleo, sanitario, agrario y pesquero, de cultura y de
medio ambiente.

Asimismo, se incluye un conjunto de medidas para la dinamización del patrimonio
agrario de Andalucía, relativas a los bienes del Instituto Andaluz de Reforma Agraria.

En su técnica legislativa, en aquellos casos en que se modifica normativa
preexistente, el Decreto-Ley opta por la reproducción de la nueva redacción íntegra del
precepto o de los apartados del mismo que se modifican. Con ello se pretende lograr una
mayor facilidad en la aplicación del mismo, dando preponderancia a su carácter didáctico
sobre la mayor extensión del mismo.

Por todo ello, en ejercicio de la facultad concedida por el artículo 110 del Estatuto
de Autonomía para Andalucía, a propuesta de la Consejera de Hacienda y Administración
Pública, y previa deliberación del Consejo de Gobierno en su reunión de...

DISPONGO

CAPíTULOI

Normas generales de organización

Artículo 1. Modificación de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la
Administración de la Junta de Andalucía.

La Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía,
queda modificada como sigue:.

Uno. La Sección 4" del Capítulo 11 del Título 11 pasa a denominarse «Consejerías
competentes en materia de Hacienda y Administración Pública e Instituto Andaluz de
Administración Pública».
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Dos. El artículo 33 queda redactado como sigue:

<<Artículo 33. Consejerías competentes en materia de Hacienda y Administración
Pública.

1. Corresponden a la Consejería competente en materia de Hacienda, en el ámbito
de sus competencias materiales, la coordinación y el control del sector público andaluz, así
como las autorizaciones, propuestas y emisión de informes en relación con la creación,
alteración y supresión de las entidades instrumentales de la Administración de la Junta de
Andalucía y los consorcios a que se refiere el artículo 12 de esta Ley. En especial,
corresponde a dicha Consejería:

a) La autorización para la adquisición, por la Administración de la Junta de
Andalucía o sus entidades instrumentales, de participaciones en sociedades mercantiles, y
de la representación o participación en fundaciones, cuando no sea preceptiva la
autorización del Consejo de Gobierno.

b) La autorización para perfeccionar negocios de disposición o administración que
impliquen la ubicación de sedes y subsedes de los consorcios a que se refiere el artículo
12.3 y de las entidades instrumentales de la Junta de Andalucía, así como para destinar sus
inmuebles a los citados usos.

c) La autorización para que las entidades instrumentales de la Administración de la
Junta de Andalucía o los consorcios a que se refiere el artículo 12.3, conformen uniones
temporales de empresas, agrupaciones de interés económico, asociaciones de empresarios
de cualquier clase o, en general, negocios jurídicos por los que se contraigan por tales entes
instrumentales obligaciones económicas frente a terceros conjuntamente, ya fuere en
régimen de mancomunidad o solidaridad.»

2. Corresponden a la Consejería competente en materia de Administración Pública,
además de las competencias que le atribuye esta Ley y sin perjuicio de las de la Consejería
competente en materia de Hacienda, las competencias en materia de régimen de personal al
servicio de la Administración de la Junta de Andalucía y de coordinación de la política del
personal del sector público andaluz, de organización administrativa, estructura orgánica y
procedimiento, de inspección de servicios, de innovación de la Administración e
información administrativa, cuando no se atribuyan por ley específicamente a otras
Consejerías, así como las propuestas y emisión de informes en relación con la creación,
alteración y supresión de las entidades instrumentales de la Administración de la Junta de
Andalucía, y con la aprobación o modificación de sus estatutos.»

Tres. Se añade un nuevo apartado 4 al artículo 52, con la siguiente redacción:

"4. Queda prohibida cualquier fórmula de participación en entidades por parte de las
Consejerías o entidades instrumentales de la Administración de la Junta de Andalucía,
distinta de las previstas en la presente Ley, salvo en el caso de que se autorice por el
Consejo de Gobierno."
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Cuatro. El artículo 56.1 queda redactado como sigue:

«1. La creación de las agencias administrativas y públicas empresariales se
efectuará por ley, que establecerá:

a) El tipo de entidad que se crea, con indicación de sus [mes, así como la
Consejería, Consejerías o agencia de adscripción, sin perjuicio de que dicha adscripción
pueda establecerse por el Consejo de Gobierno.

b) Las peculiaridades de sus recursos económicos, de su régimen personal y fiscal y
cualesquiera otras que, por su naturaleza, exijan norma con rango de ley.

Los Estatutos de las agencias administrativas y públicas empresariales se aprobarán
por decreto del Consejo de Gobierno, a iniciativa de la persona titular de la Consejería
competente por razón de la materia, y a propuesta conjunta de las personas titulares de las
Consejerías competentes en materia de Administración Pública y de Hacienda."

Cinco. El artículo 59 queda redactado como sigue:

<<Artículo 59. Modificación y refundición.

l. La modificación o refundición de las agencias deberá producirse por ley cuando
suponga alteración de sus fines, del tipo de entidad o de las peculiaridades relativas a los
recursos económicos, al régimen del personal, patrimonial o fiscal y cualesquiera otras que
exijan norma con rango de ley.

2. La modificación o refundición de las agencias por razones de eficacia, eficiencia
y de economía del gasto público en la aplicación de los recursos del sector público, aun
cuando suponga alteración de sus [mes o del tipo de entidad, se llevará a cabo por decreto
del Consejo de Gobierno a propuesta de las personas titulares de las Consejerías
competentes en materia de Hacienda y de Administración Pública y previo informe de la
persona titular de la Consejería o Consejerías de adscripción.

3. El resto de las modificaciones o refundiciones se llevarán a cabo por decreto del
Consejo de Gobierno, a propuesta de la persona titular de la Consejería o Consejerías de
adscripción y previo informe de las Consejerías competentes en materia de Hacienda y de
Administración Pública."

Seis. El artículo 62 queda redactado como sigue:

<<Artículo 62. Contratación.

1. El régimen de contratación de las agencias, salvo las agencias públicas
empresariales previstas en el artículo 68.l.a), será el establecido para las Administraciones
Públicas en la legislación de contratos del sector público.

La contratación de las agencias a que se refiere el artículo 68.l.a) se regirá por las
previsiones contenidas en la legislación de contratos del sector público respecto de las
entidades que, sin tener el carácter de Administraciones Públicas, tienen la consideración de
poderes adjudicadores.
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2. Los estatutos de las agencias detenninarán su órgano de contratación, pudiendo
fijar la persona titular de la Consejería a que se halle adscrita la cuantía a partir de la cual
será necesaria su autorización para la celebración de los contratos, salvo que dicha
autorización corresponda al Consejo de Gobierno.»

Siete. El artículo 65 queda redactado como sigue:

<<.Artículo 65. Concepto y régimen jurídico.

l. Las agencias administrativas son entidades públicas que aplican modos de gestión
propios de la Administración Pública y a las que se atribuye, en ejecución de competencias
propias o de programas específicos de la actividad de una o varias Consejerías y en el
marco de la planificación y dirección de· éstas, la realización de actividades de policía,
promoción, prestacionales, de gestión de servicios públicos y otras actividades
administrativas que requieren de ejercicio de autoridad.

2. Las agencias administrativas se rigen por el Derecho Administrativo y se someten
al mismo régimen jurídico de personal, presupuestario, económico-fmanciero, de control y
contabilidad que el establecido para la Administración de la Junta de Andalucía. Para el
desarrollo de sus funciones dispondrán de las potestades públicas que tengan expresamente
atribuidas por sus estatutos.

3. Las agencias administrativas se adscriben a una Consejería, a la que corresponde
la dirección estratégica, la evaluación y el control de los resultados de su actividad en los
ténninos previstos en el artículo 63 de esta Ley. Excepcionalmente pueden adscribirse a
otra agencia administrativa cuyo objeto consista en la coordinación de varias de ellas.»

Ocho. El artículo 68 queda redactado como sigue:

<<.Artículo 68. Concepto.

l. Las agencias públicas empresariales son entidades públicas a las que se atribuye
la realización de actividades prestacionales, la gestión de servicios o la producción de
bienes de interés público susceptibles de contraprestación, y que aplican técnicas de gestión
empresarial en ejecución de competencias propias o de programas específicos de una o
varias Consejerías, en el marco de la planificación y dirección de éstas. Las agencias
públicas empresariales pueden ser de dos tipos:

a) De régimen privado: Aquellas que tienen por objeto principal la realización, en
régimen de libre mercado, de bienes y servicios de interés público destinados al consumo
individual o colectivo mediante contraprestación.

b) De régimen administrativo: Aquellas que tienen por objeto, en ejecución de
competencias propias o de programas específicos de una o varias Consejerías y en el marco
de la planificación y dirección de éstas, la realización de actividades de promoción pública,
prestacionales, de gestión de servicios o de producción de bienes de interés público, sean o
no susceptibles de contraprestación.

2. Las agencias públicas empresariales se adscriben a una o varias Consejerías.
Excepcionalmente pueden adscribirse a una agencia cuyo objeto consista en la
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coordinación de varias de ellas. Asimismo, se podrán aplicar técnicas de coordinación
funcional entre varias agencias públicas empresariales que compartan la misma adscripción
orgánica, a través de órganos o unidades horizontales.»

Nueve. El artículo 69 queda redactado como sigue:

<<Artículo 69. Régimenjurídico y ejercicio de potestades administrativas.

1. Las agencias públicas empresariales de régimen privado a que hace referencia el
párrafo a) del apartado 1 del artículo 68 se rigen por el Derecho Privado, excepto en las
cuestiones relacionadas con la formación de la voluntad de sus órganos y con el ejercicio de
las potestades administrativas que tengan atribuidas y en los aspectos específicamente
regulados en esta Ley, en sus estatutos, en la Ley General de la Hacienda Pública de la
Junta de Andalucía y demás disposiciones de general aplicación.

Las agencias públicas empresariales de régimen administrativo a que hace
referencia el párrafo b) del apartado I del artículo 68 se rigen por el Derecho
Administrativo, sin perjuicio de la aplicación del Derecho Privado en aquellos ámbitos en
que su particular gestión empresarial así lo requiera.

En todo caso se rigen por Derecho Administrativo en las cuestiones relacionadas
con la formación de la voluntad de sus órganos y con el ejercicio de las potestades
administrativas que tengan atribuidas y en los aspectos específicamente regulados en esta
Ley, en sus estatutos, en la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía y
demás disposiciones de general aplicación.

2. Las agencias públicas empresariales ejercerán únicamente las potestades
administrativas que expresamente se les atribuyan y sólo pueden ser ejercidas por aquellos
órganos a los que en los estatutos se les asigne expresamente esta facultad. No obstante, a
los efectos de esta Ley, los órganos de las agencias públicas empresariales no son
asimilables en cuanto a su rango administrativo al de los órganos de la Administración de la
Junta de Andalucía, salvo las excepciones que, a determinados efectos, se fijen, en cada
caso, en sus estatutos.»

Diez. El artículo 70.1 queda redactado como sigue:

«1. El personal de las agencias públicas empresariales se rige-por el Derecho
Laboral. Será seleccionado mediante convocatoria pública, basada en los principios de
igualdad, mérito y capacidad. No obstante, cuando así lo establezcan sus estatutos, las
agencias podrán contar con personal funcionario para el desempeño de las funciones que
les son propias, los cuales se regirán por la normativa aplicable en materia de función
pública.»

Once. El artículo 71 queda redactado como sigue:

<<Artículo 71. Concepto y régimen jurídico.

l. Las agencias de régimen especial son entidades públicas a las que se atribuye
cualesquiera de las actividades mencionadas en el artículo 65.1 de esta Ley, siempre que se
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les asignen funciones que impliquen ejercicio de autoridad que requieran especialidades en
su régimen jurídico.

2. Las agencias de régimen especial se rigen por el Derecho Administrativo, sin
perjuicio de la aplicación del Derecho Privado en aquellos ámbitos en que su particular
gestión empresarial así lo requiera. En todo caso se rigen por Derecho Administrativo en
las cuestiones relacionadas con la fonnación de la voluntad de sus órganos y con el
ejercicio de las potestades administrativas que tengan atribuidas y en los aspectos
específicamente regulados en esta Ley, en sus estatutos, en la Ley General de la Hacienda
Pública de la Junta de Andalucía y demás disposiciones de general aplicación.

3. Las agencias de régimen especial se adscriben a la Consejería competente por
razón de la materia. Excepcionalmente pueden adscribirse a una agencia administrativa o
de régimen especial cuyo objeto consista en la coordinación de varias de ellas.»

Doce. El artículo 74.1 quedan redactados como sigue:

«1. El personal de las agencias de régimen especial podrá ser funcionario, que se
regirá por la nonnativa aplicable en materia de función pública, y personal sujeto a Derecho
Laboral. Las funciones que impliquen ejercicio de autoridad serán desempeñadas por
personal funcionario.»

Trece. El artículo 78.2 queda redactado como sigue:

<<2. El personal al servicio de las fundaciones del sector público andaluz se rige por
el Derecho Laboral. El nombramiento del personal no directivo irá precedido de
convocatoria pública y de los procesos selectivos correspondientes basados en los
principios de igualdad, mérito y capacidad.»

Catorce. El artículo 82.1 queda redactado como sigue:

«1. En todas las Consejerías de la Junta de Andalucía existirá un registro general y
los registros auxiliares que se establezcan. Asimismo, en las agencias administrativas, en
las agencias de régimen especial, en las Delegaciones del Gobierno de la Junta de
Andalucía, en las Delegaciones Provinciales de las Consejerías y en los órganos de ámbito
inferior a la provincia que, en su caso, se creen existirá un registro general o un registro de
carácter auxiliar.

Reglamentariamente se establecerán los días y horarios en que deberán pennanecer
abiertas las oficinas de registro dependientes de la Administración de la Junta de
Andalucía.»

Quince. La disposición adicional primera queda redactada como sigue:

«Disposición adicional primera. Registro en entidades de Derecho Público.

Las agencias públicas dispondrán de oficinas de registro cuando, de acuerdo con su
nonna reguladora, tengan atribuido el ejercicio de potestades administrativas que requieran
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la existencia de dichos órganos. En este supuesto, las oficinas de registro se regirán por las
nonnas que regulan los registros de la Administración de la Junta de Andalucía y sus
agencias administrativas.)}

Dieciséis. La disposición adicional sexta queda redactada como sigue:

«Disposición adicional sexta. Autorización para la creación de la Agencia de
Servicios Sociales y Dependencia en Andalucía.

1. Se autoriza la creación de la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia en
Andalucía como agencia de régimen especial de las previstas en el artículo 54.2.c) de esta
Ley, que se adscribirá a la Consejería o Consejerías que se establezca por el Consejo de
Gobierno.

2. La Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía tendrá por objeto:

a) El desarrollo de las actividades de organización y prestación de los servicios
necesarios para la gestión del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia en
Andalucía.

b) La promoción, desarrollo y gestión de recursos de atención social a las personas,
a las familias y a los grupos en que éstas se integran para favorecer su bienestar, así como
la gestión de recursos yel desarrollo de actuaciones en materia de protección a la infancia.

c) La atención a las drogodependencias y adicciones; y la incorporación social para
la atención a colectivos excluidos o en riesgo de exclusión social.

3. El proceso de creación de la Agencia se tramitará simultáneamente a la extinción
de la Fundación Andaluza de Servicios Sociales y de la Fundación para la Atención a las
Drogodependencias e Incorporación Social, de acuerdo con el artículo 50.2 de la presente
Ley.)}

Diecisiete. Se afiade una disposición adicional séptima con la siguiente redacción:

<<Disposición adicional séptima. Agencias rectoras.

Cuando entre los fines de una agencia se incluya la dirección y coordinación de
otras entidades instrumentales de la Junta de Andalucía, las nonnas reguladoras de éstas
últimas respetarán en todo caso la posición directiva y de coordinación de la agencia
rectora .)}

Dieciocho. Los apartados 2 y 4 de la disposición transitoria única quedan redactados
como sigue:

<<2. La adecuación prevista en el apartado anterior se llevará a cabo por decreto del
Consejo de Gobierno, a propuesta conjunta de las Consejerías competentes en materia de
Administración Pública y de Hacienda, de acuerdo con la persona titular de la Consejería
de la que dependan las entidades afectadas, en los siguientes casos:
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a) Adecuación de los actuales organismos autónomos, cualquiera que sea su
carácter, al régimen de las agencias administrativas previsto en esta Ley, con la posibilidad
de refundición en una o varias agencias administrativas por área de actividad.

b) Adecuación de las entidades de Derecho Público creadas al amparo del artículo
6.I.b) de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía
al régimen de las agencias públicas empresariales previsto en esta Ley, con la posibilidad
de refundición en una o varias agencias públicas empresariales por área de actividad.

Cuando la nonna de adecuación incorpore peculiaridades respecto al régimen
general de cada tipo de entidad, la adecuación se producirá por ley.

3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, cuando concurran las
circunstancias previstas en la Sección 4" del Capítulo 11 del Título III de esta Ley, el
Consejo de Gobierno, a propuesta conjunta de las personas titulares de las Consejerías
competentes en materia de Administración Pública y de Hacienda, podrá adecuar los
actuales organismos autónomos al régimen de las agencias de régimen especial.

4. El Consejo de Gobierno podrá también acordar la supresión de los organismos
autónomos y de las entidades de derecho público creadas al amparo del artículo 6.1.b) de la
Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía, por no
reunir los requisitos previstos en el Título III de esta Ley o por razones de eficacia y
eficiencia en la aplicación de los recursos del sector público andaluz, o decidir su
mantenimiento, hasta la concurrencia de las causas de extinción previstas en su artículo 60.
El decreto de supresión de organismos autónomos podrá acordar la integración de los
órganos y unidades administrativas del organismo autónomo en un servicio administrativo
con gestión diferenciada de los previstos en el artículo 15 de esta Ley, en una agencia
administrativa o en una Consejería. El decreto de supresión de las entidades de derecho
público podrá acordar la integración total o parcial de su estructura en una agencia pública
empresarial.

Dicho decreto establecerá las medidas aplicables en materia de personal,
presupuestos y tesorería, y acordará la integración de los bienes del organismo autónomo en
el patrimonio de la Comunidad Autónoma y los de las entidades de derecho público en el
patrimonio de la agencia pública empresarial en la que se integre.»

Artículo 2. Modificación de la Ley 411986, de 5 de mayo, del Patrimonio de la
Comunidad Autónoma de Andalucía.

La Ley 4/1986, de 5 de mayo, del Patrimonio de la Comunidad Autónoma de
Andalucía, queda modificada como sigue:

Uno. El artículo 82 queda redactado del siguiente modo

"Artículo 82.
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1. Se requerirá autorización del Consejo de Gobierno, a propuesta del titular de la
Consejería competente por razón del objeto y previo informe de las Consejerías con
competencias en materia de Economía y de Hacienda, para la creación de entidades
privadas, así como para la adquisición de acciones o participaciones en las mismas, cuando
con ello la Comunidad Autónoma de Andalucía pase a constituirse en partícipe mayoritario
directa o indirectamente.

Se requerirá autorización de la Consejería con competencia en Hacienda Pública, prevío
informe favorable de la Consejería con competencia en materia de Economía, para la
adquisición de acciones o participaciones no mayoritarias en entidades de Derecho Privado.

2. Cuando los mismos actos se lleven a cabo por entidades dependientes de la comunidad
autónoma, será de aplicación lo establecido en el párrafo anterior, si bien la competencia
para autorizar gastos corresponderá al órgano que la Ley de la Hacienda Pública de la Comnnidad

establezca.

3. Las adquisiciones referidas en este precepto se harán en Bolsa siempre que fuera
posible

Dos. El artículo 87 queda redactado del siguiente modo:

"Artículo 87.

La competencia para enajenar los bienes inmuebles corresponde a la persona titular
de la Consejería competente en materia de Hacienda.

Cuando el valor del bien exceda de veinte millones de euros, la enajenación deberá
ser autorizada por el Consejo de Gobierno a propuesta de la persona titular de la Consejería
competente en materia de Hacienda."

Tres. El artículo 89 queda redactado como sigue:

"Artículo 89.

Los bienes inmuebles pertenecientes a Entidades públicas dependientes de la
Comunidad Autónoma que no sean necesarios para el cumplimiento de sus fmes se
incorporarán al Patrimonio de la citada Comunidad Autónoma.

A tal fm, la Entidad pública deberá poner el hecho en conocimiento de la Consejería
competente en materia de Hacienda que tramitará el oportuno expediente y procederá a la
incorporación formal del bien al Patrimonio de la Comunidad Autónoma.

No será aplicable lo expuesto en los artículos anteriores cuando se trate de bienes
adquiridos por dichas Entidades públicas con la finalidad de devolverlos al tráfico jurídico,
de acuerdo con sus reglas de funcionamiento, así como para garantizar la rentabilidad de las
reservas que tengan que constituir en cumplimiento de sus normas específicas o responder
de los avales que puedan prestar de acuerdo con lo establecido en la Ley General de
Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma. En tales casos, podrán enajenarse los bienes
conforme a las reglas establecidas en el artículo 80 de esta Ley o leyes especiales.
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La enajenación de los bienes inmuebles exige previa autorización de la persona
titular de la Consejería competente en materia de Hacienda en todo caso, salvo que el valor
del bien supere la cantidad de veinte millones de euros, en cuyo caso se requerirá previa
autorización del Consejo de Gobierno."

Cuatro. El artículo 90 queda redactado del siguiente modo:

"Artículo 90.

La enajenación de los bienes muebles se someterá a las mismas reglas de los
inmuebles y será competente para acordarla la persona titular de la ConsejerIa que los
tuviera adscritos si su valor no excede de veinte millones de euros. Si supera dicha cantidad
será necesaria autorización del Consejo de Gobierno."

Cinco. El artículo 92 queda redactado en los siguientes términos:

"Artículo 92.

La enajenación de derechos sobre bienes incorporales deberá ser autorizada por la
persona titular de la Consejería competente en materia de Hacienda en todo caso, salvo que
el valor del bien supere la cantidad de veinte millones de euros, en cuyo caso se requerirá
previa autorización del Consejo de Gobierno."

Seis. El apartado 1 del artículo 94 queda redactado del siguiente modo:

"1. Corresponde a la persona titular de la ConsejerIa competente en materia de
Hacienda la enajenación de participaciones de la Comunidad Autónoma en Entidades
privadas.

No obstante, la pérdida de la condición de partícipe mayoritario, directa o
indirectamente, así como la enajenación de todas las participaciones de que la Comunidad
Autónoma disponga en una Entidad, requerirá previa autorización del Consejo de
Gobierno.

Asimismo, será necesaria dicha autorización cuando el valor de las participaciones
a enajenar supere la cantidad de veinte millones de euros."

Siete. El apartado 2 del artículo 95 queda redactado en los siguientes términos:

"2. Lo dispuesto en el apartado anterior no será de aplicación cuando la enajenación
se realice a favor de otra Administración o Entidad de Derecho Público, en cuyo caso serán
de aplicación las reglas previstas en los artículos anteriores, para cada categorIa de bienes."

CAPÍTULO n
Medidas sectoriales de organización
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Sección Primera. Medidas de organización en el sistema andaluz del conocimiento

ArUculo 3. Modificación de la Ley 16/2007, de 3 de diciembre, Andaluza de la
Ciencia y el Conocimiento.

Se modifica el artículo 27.1 de la Ley 16/2007, de 3 de diciembre, Andaluza de la
Ciencia y el Conocimiento, que queda redactado como sigue:

«l. Se crea, con la denominación de Agencia Andaluza de la Ciencia y el
Conocimiento, una agencia pública empresarial de régimen administrativo las previstas en
el artículo 68.l.b) de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de
Andalucía, adscrita a la Consejería o Consejerías que se establezca por el Consejo de
Gobierno, a la que le corresponde ejercer las competencias de evaluación y acreditación de
las actividades universitarias; y de fomento, gestión, evaluación y acreditación de las
actividades de investigación, desarrollo e innovación entre los agentes del Sistema Andaluz
del Conocimiento. Asimismo, le corresponde el fomento de la innovación tecnológica en
Andalucía, transfiriendo conocimiento a través de los Agentes del Conocimiento y al igual
que la participación de las empresas y dichos Agentes, en los programas I+D de la Unión
Europea.»

ArUculo 4. Subrogación.

1. De conformidad con la disposición transitoria única de la Ley 16/2007, de 3 de
diciembre, la Agencia Andaluza de la Ciencia y el Conocimiento, desde la entrada en vigor
de sus Estatutos, quedará subrogada en todas las relaciones jurídicas, bienes, derechos y
obligaciones de los que es titular la Agencia Andaluza de Evaluación de la Calidad y
Acreditación Universitaria.

A la Agencia Andaluza de la Ciencia y del Conocimiento, desde la entrada en vigor
de sus Estatutos, se le adscribirán las acciones de la Sociedad para el Impulso del Talento,
TALENTIA, S.L.U. y del Centro de Innovación y Transferencia de Tecnologia de
Andalucía, S.A.U; y quedará subrogada en todas las relaciones jurídicas, bienes, derechos y
obligaciones de los que son titulares las citadas entidades.

2. La extinción de la Sociedad para el Impulso del Talento, TALENTIA, S.L.U. y
del Centro de Innovación y Transferencia de Tecnología de Andalucía, S.A.U de acuerdo
con el artículo 50.2 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, deberá estar concluida antes del 31
de diciembre de 2010.

Sección 2." Medidas de organización en el sector de la obra pública

Artículo 5. Adaptación y transformación de Ferrocarriles de la Junta de
Andalucía.

1. Ferrocarriles de la Junta de Andalucía adoptará la configuración de agencia
pública empresarial de régimen administrativo de las previstas en el artículo 68.l.b) de la
Ley 9/2007, de 22 de octubre, y se denominará, desde la entrada en vigor de este Decreto­
ley, Agencia de Obra Pública de la Junta de Andalucía, debiendo entenderse actualizadas
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con la nueva denominación todas las disposiciones nonnativas que se refieran a la citada
entidad pública.

La Agencia de Obra Pública de la Junta de Andalucía se adscribirá a la Consejería o
Consejerías que se establezca por el Consejo de Gobierno.

Se regirá por lo dispuesto en el presente Decreto-ley, por la Ley 9/2007, de 22 de
octubre, por la Ley 2/2003, de 12 de mayo, de Ordenación de Transportes Urbanos y
Metropolitanos de Viajeros en Andalucía, en lo que no se oponga a aquélla, por sus
Estatutos, por la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, aprobada
por Decreto Legislativo 112010, de 2 de marzo, y por la demás nonnativa de aplicación.

2. Se atribuye a la Agencia de Obra Pública de la Junta de Andalucía:

a) La construcción, conservación, mantenimiento y explotación de las
infraestructuras viarias, que podrá realizarse mediante modelos de colaboración público­
privada en la financiación de infraestructuras públicas.

b) La tramitación y aprobación de los estudios de viabilidad y estudios de carreteras
necesarios, así como la preparación y adjudicación de los contratos para el desarrollo de las
actuaciones atribuidas confonne al presente apartado.

c) En general, las infraestructuras de obra pública y equipamiento público, el
desarrollo y gestión de las actividades y contratos programas que le fueran encomendados
por las distintas Consejerías, rigiéndose por la nonnativa sectorial aplicable en cada caso.

Artículo 6. Subrogación.

l. La Agencia de Obra Pública de la Junta de Andalucía queda subrogada en todas
las relaciones jurídicas, bienes, derechos y obligaciones de los que es titular Gestión de
Infraestructuras de Andalucía, S.A. desde la fecha en que se acuerde su disolución y en
todo caso, a partir del 31 de diciembre de 2010.

2. El proceso de adaptación de los Estatutos de la Agencia de Obra Pública de la
Junta de Andalucía se tramitará simultáneamente a la extinción de Gestión de
Infraestructuras de Andalucía, S.A., de acuerdo con el artículo 50.2 de la Ley 9/2007, de 22
de octubre.

Artículo 7. Modificación de la Ley 2/2003, de 12 de mayo, de Transportes
Urbanos y Metropolitanos de Andalucía.

Se modifica la Ley 2/2003, de 12 de mayo, de Transportes Urbanos y
Metropolitanos de Andalucía, en los siguientes términos:

Uno. El apartado 2 del artículo 30 queda redactado como sigue:

«2. Son fines generales de la Agencia de Obra Pública de la Junta de Andalucía
servir como instrumento para el desarrollo de las políticas del Consejo de Gobierno en
materia de infraestructuras de transporte, incluyendo la construcción y explotación de
carreteras, ferrocarriles y servicios de transporte mediante ferrocarril, y en general las
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infraestructuras de obra pública y equipamientos públicos. La Agencia de Obra Pública de
la Junta de Andalucía podrá realizar actividades y ejercer las competencias en materia de
explotación de servicios públicos cuando resulte indispensable para el desarrollo y
financiación de los fines generales indicados.

De acuerdo con estos fmes de la Agencia de Obra Pública de la Junta de Andalucía,
en estas materias ejercerá y desarrollará las competencias, funciones y actuaciones que le
sean atribuidas por el Consejo de Gobierno en los términos y con el alcance previsto en
dicha atribución, o encomendada su gestión por la Consejería competente en materia de
obra pública o por otras Consejerías y Agencias, cada una en el ámbito de sus
competencias.»

Dos. Los párrafos segundo y tercero del apartado 3 del artículo 31 quedan
redactados como sigue:

«Corresponde la Presidencia de la Agencia de Obra Pública de la Junta de
Andalucía a la persona titular de la Consejería a la que esté adscrita la Agencia.

El Consejo Rector será el máximo órgano de gobierno y dirección y estará integrado
por la persona titular de la Presidencia de la Agencia, quien ostentará la presidencia del
Consejo, y las personas nombradas por el Consejo de Gobierno, a propuesta de la persona
titular de la Consejería a la que esté adscrita la Agencia.»

Sección 2.· Medidas de organización en materia de empleo

Articulo 8. Adaptación del Servicio Andaluz de Empleo.

l. El Servicio Andaluz de Empleo adoptará la configuración de agencia de régimen
especial de las previstas en el artículo 54.2.c) de la Ley 9/2007, de 22 de octubre a partir de
la entrada en vigor del presente Decreto-ley.

Se regirá por lo dispuesto en este Decreto-ley, por la Ley 9/2007, de 22 de octubre,
por laLey 4/2002, de 16 de diciembre, de creación del Servicio Andaluz de Empleo y por
sus Estatutos, en 10 que no se opongan a aquélla, por la Ley General de la Hacienda Pública
de la Junta de Andalucía y por la restante normativa de aplicación.

2. El Servicio Andaluz de Empleo se adscribirá a la Consejería que se establezca por
el Consejo de Gobierno.

3. El personal del Servicio Andaluz de Empleo se mantendrá con el carácter de
personal laboral o funcionario que en la actualidad ostenta.

4. El Servicio Andaluz de Empleo, quedará subrogado en todas las relaciones
jurídicas, bienes, derechos y obligaciones de los que es titular la Fundación Andaluza
Fondo de Formación y Empleo desde la fecha en que se acuerde su disolución, y en todo
caso, desde el 31 de diciembre de 2010.
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5. El proceso de adaptación de los Estatutos del Servicio Andaluz de Empleo se
tramitará simultáneamente a la extinción de la Fundación Andaluza Fondo de Formación y
Empleo, de acuerdo con el artículo 50.2 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre.

Sección 3." Medidas de organización en el sector sanitario

Artículo 9. Agencia Pública EmpresarIal Sanitaria de Andalucía.

\. La Empresa Pública Hospital de la Costa del Sol adoptará la configuración de
agencia pública empresarial de régimen administrativo de las previstas en el artículo 68.1.b)
de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, y se denominará, desde la entrada en vigor de este
Decreto-ley, Agencia Publica Empresarial Sanitaria de Andalucía, debiendo entenderse
actualizadas con la nueva denominación todas las disposiciones normativas que se refieran
a la citada entidad pública.

2.. La Agencia Pública Empresarial Sanitaria de Andalucía se regirá por el presente
Decreto-ley, por la Ley 9/2007, de 22 de octubre, por las disposiciones de su ley de
creación y por sus Estatutos, en lo que no se opongan a aquélla, por la Ley General de la
Hacienda Pública de la Junta de Andalucía y por la restante normativa de aplicación.

3. El objeto de la Agencia Pública Empresarial Sanitaria de Andalucía será:

a) La coordinación de la gestión de los servicios sanitarios de las agencias públicas
empresariales que se les adscriban.

b) La gestión del Hospital Costa del Sol de Marbella (Málaga).

c) La gestión de los Centros Hospitalarios de Alta Resolución que se establezcan en
la provincia de Málaga, coordinando sus servicios y recursos con los de los restantes
centros sanitarios pertenecientes al Sistema Sanitario Público de Andalucía.

Artículo 10. Adscripción de empresas públicas sanitarias.

Se adscriben a la Agencia Pública Empresarial Sanitaria de Andalucía la Empresa
Pública Hospital de Poniente de Almería, la Empresa Pública Hospital Alto Guadalquivir
en Andújar (Jaén) y la Empresa Pública Sanitaria Bajo Guadalquivir.

Dichas entidades adoptarán la configuración de agencia pública empresarial de
régimen administrativo de de las previstas en el artículo 68.\.b) de la Ley 9/2007, de 22 de
octubre, conforme a la disposición transitoria de la misma.

Sección 4." Medidas de organización del sector agrario y pesquero

Subsección 1." Agencia de Gestión Agraria y Pesquera de Andalucía
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Artículo 11. Personalidad, adscripción, régimen jurídico, fines y recursos
económicos de la Agencia de Gestión Agraria y Pesquera de Andalucía.

1. Se crea la Agencia de Gestión Agraria y Pesquera de Andalucía como agencia
pública empresarial de régimen administrativo de de las previstas en el artículo 68. Lb) de
la Ley 9/2007, de 22 de octubre.

La agencia pública empresarial Agencia de Gestión Agraria y Pesquera de
Andalucía tendrá personalidad jurídica pública diferenciada y plena capacidad jurídica y de
obrar, patrimonio y tesorería propios, así como autonomía de gestión en los términos
previstos en la Ley 9/2007, de 22 de octubre.

2. La Agencia se adscribirá a la Consejería o Consejerías que se establezca por el
Consejo de Gobierno.

3. La Agencia se rige por lo dispuesto en este Decreto-ley, por la Ley 912007, de 22
de octubre, por los Estatutos de la entidad, por la Ley General de la Hacienda Pública de la
Junta de Andalucía, y por las demás normas generales aplicables a las agencias públicas
empresariales.

4. Son fines generales de la Agencia Agraria y Pesquera de Andalucía el fomento, la
asistencia técnica y la gestión de los programas, acciones y servicios orientados a alcanzar
los objetivos básicos previstos en el artículo 10.3.1.3 del Estatuto de Autonomía para
Andalucía, así como la ejecución de políticas agrarias, pesqueras, agroalimentarias y de
desarrollo rural, para lo que ostentará las funciones y competencias que le confieran sus
Estatutos, la Consejería a la que queda adscrita y las demás normas habilitantes que le
puedan ser de aplicación.

5. Los recursos económicos de la Agencia serán los que se determinen en la
normativa aplicable a las agencias públicas empresariales.

Artículo 12. Subrogación.

1. La Agencia de Gestión Agraria y Pesquera de Andalucía desde la entrada en
vigor de sus Estatutos, quedará subrogada en todas las relaciones jurídicas, bienes, derechos
y obligaciones de los que es titular la Empresa Pública para el Desarrollo Agrícola y
Pesquero, S.A.

2. El proceso de aprobación de los Estatutos de la Agencia de Gestión Agraria y
Pesquera de Andalucía se tramitará simultáneamente a la extinción de la sociedad mercantil
Empresa Pública de Desarrollo Agrario y Pesquero, S.A., de acuerdo con el artículo 50.2 de
la Ley 9/2007, de 22 de octubre.

Subsección 2.' Instituto Andaluz de Reforma Agraria

Artículo 13. Supresión del Instituto Andaluz de Reforma Agraria
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1. El organismo autónomo Instituto Andaluz de Reforma Agraria (IARA), creado
por Ley 8/1984 de 3 de julio, de Reforma Agraria, queda suprimido, con efectos desde el
día 31 de diciembre de 2010.

2. La Administración de la Junta de Andalucía, desde dicha fecha, queda subrogada
en todas las relaciones jurídicas, bienes, derechos y obligaciones de las que es titular el
Instituto Andaluz de Reforma Agraria.

Subsección 3.' Cámaras Agrarias

Artículo 14. Extinción de las Cámaras Agrarias de la Comunidad Autónoma de
Andalucía.

Se declaran extinguidas todas las Cámaras Agrarias de cualquier ámbito territorial
de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Artículo 15. Liquidación del patrimonio de las Cámaras Agrarias de la
Comunidad Autónoma de Andalucía.

La total liquidación y adscripción del patrimonio de las Cámaras Agrarias de la
Comunidad Autónoma de Andalucía se llevará a efecto por una comisión liquidadora cuyas
funciones, composición y régimen de funcionamiento se determinarán en la Orden a que
hace referencia la disposición final primera del presente Decreto-ley. Esta Comisión
liquidadora deberá quedar válidamente constituida, a fm de iniciar los trabajos, en el plazo
máximo de un mes desde la entrada en vigor de la citada Orden, debiéndose culminar las
operaciones de liquidación en el plazo de un año, a partir de la constitución de la comisión.

Artículo 16. Destino del patrimonio de las Cámaras Agrarias de la Comunidad
Autónoma de Andalucía.

1. El resultante de la liquidación del patrimonio de las Cámaras Agrarias
Provinciales será objeto de traspaso, en los términos que se fijen por la comisión
liquidadora que se cree al amparo del artículo anterior, y con carácter preferente, a las
organizaciones profesionales agrarias más representativas en el ámbito territorial de la
Comunidad Autónoma de Andalucía para su aplicación a fines y servicios de interés
general agrario.

2. El resultante de la liquidación del patrimonio del resto de las Cámaras Agrarias
de la Comunidad Autónoma de Andalucía será objeto de traspaso, en los términos que se
fijen por la comisión liquidadora que se cree al amparo del artículo anterior, y con carácter
preferente, a los entes de la Administración local de su ámbito territorial para su aplicación
a fines y servicios de interés general agrario.

Artículo 17. Asunción de derechos y obligaciones.
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